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SEÑORA PRESIDENTA (Cecilia Bottino).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 


——-Damos la bienvenida a la señora presidenta de la Escuela de Gobierno, 
diputada Lilián Galán, acompañada por el señor coordinador, Pablo Sciarra. Los hemos 
invitado a los efectos de que nos informen, someramente, acerca del convenio entre la 
Unión Europea, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Escuela de Gobierno. La 
semana pasada recibimos la invitación al lanzamiento de la convocatoria a 
organizaciones de la sociedad civil para la realización de una jornada de reflexión sobre 
la reforma del Código Penal, de la que ayer participamos. Cuando trasladamos la 
invitación a la comisión surgió la inquietud de conocer de primera mano, a través de la 
Escuela de Gobierno, de qué se trata este convenio. 


SEÑORA GALÁN (Lilián).- Agradecemos mucho la invitación, porque nos parece 
muy importante mantener una conversación con esta comisión, a los efectos de informar 
sobre este proyecto que estamos comenzando a desarrollar en el ámbito de la Escuela 
de Gobierno. 


Esto se inscribe en un proyecto de la Unión Europea, que se lleva adelante a través 
del Programa de Justicia e Inclusión de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que es 
mucho más amplio y tiene una enorme cantidad de eventos. Concretamente, en materia 
de sensibilización en cuanto a la reforma del Código Penal, la OPP lo vehicula a través de 
la Cámara de Representantes -que es la que firma el convenio- y esta insta a la Escuela 
de Gobierno a desarrollar las actividades que se inscriben dentro de este programa. 
Como ustedes saben, la Escuela de Gobierno tiene un Comité Político integrado por 
todos los partidos con representación parlamentaria. 


Este proyecto tiene una historia previa, que yo no conozco totalmente pero sí Pablo 
Sciarra, que me acompaña. Se iba a firmar en el período pasado, pero no se concretó 
debido a la campaña electoral y pasó para esta Legislatura. Cuando recibimos el proyecto 
en la Escuela de Gobierno, comenzamos a ver cuáles eran las instancias necesarias para 
llevar adelante lo que nos pedían la Unión Europea y la OPP, que es la que le rinde 
cuentas. Quiero dejar esto claro porque nosotros rendimos cuentas al presidente de la 
Cámara y él a la OPP 


Este proyecto involucra € 45.000. La rendición de cuentas contable no pasa por la 
Escuela de Gobierno sino que la hacen los contadores de la Cámara de Representantes 
ante la OPP que, a su vez, la hace frente a la Unión Europea, que va haciendo los 
desembolsos de acuerdo con el cumplimiento del proyecto. 


En el Comité Político se plantearon tres instancias. La primera se va a llevar a cabo 
el 3 de diciembre y es una jornada de reflexión de la sociedad civil, a efectos de escuchar 
a las distintas organizaciones que tengan algo para aportar en este tema. 
Indudablemente, todo lo que se elabore en el marco de este programa va a quedar como 
insumo para el trabajo parlamentario. 


Olvidé decir que antes procedimos a la contratación de un grupo de expertos 
nacionales -porque así lo exige la Unión Europea- que tendrán como objetivo recopilar 
todas las leyes que tengan que ver con el Código Penal. Los términos de referencia 
fueron elaborados por la OPP y en el Comité Político concordamos con ellos. Se hizo un 
llamado abierto al que se presentaron cuatro instituciones. En el Comité Político 
definimos cuál se contrataría, de acuerdo con los precios presentados. Se contrató a 
Ciepur y en el portal de la Escuela de Gobierno pueden ver quiénes trabajan allí. El 
referente responsable es la doctora Malet, porque tenía que ser un Grado 5, con 
prestigio, de acuerdo con los términos de referencia que hacían a la contratación. 
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Ayer se hizo el lanzamiento de la jornada del 3 de diciembre en una conferencia de 
prensa, convocando a las diferentes organizaciones de la sociedad civil, que tienen 
tiempo hasta el 20 de noviembre para inscribirse. En el Comité Político elaboraremos la 
integración de las mesas y las temáticas que se discutirán el 3 de diciembre, que será 
una jornada de reflexión que puede llevar todo el día, depende de las organizaciones 
sociales que se presenten. Los términos de referencia también fueron redactados por la 
OPP y, por lo tanto, es un llamado abierto. Las organizaciones van a poder participar en 
una mesa y exponer sus puntos de vista o presentar un documento escrito, que va a ser 
recibido por el Comité Político. 


También habrá una relatoría. A tal efecto, se hizo un llamado abierto que cerró hace 
pocos días y el Comité Político se va a reunir el 24 de noviembre para recibir los 
oferentes para participar de esa relatoría. Los términos de referencia fueron elaborados 
en el ámbito de la OPP. 


El año que viene tendremos la segunda gran actividad, que va a ser una mesa con 
expertos internacionales. Todavía no se han terminado de redactar los términos de 
referencia para hacer el llamado correspondiente, pero en el Comité Político hablamos de 
la posibilidad de que cada uno de los participantes -que representa a un grupo político- 
pueda proponer nombres de candidatos. No habrá un pago especial para los expertos 
internacionales por venir a exponer sobre el Código Penal, salvo los viáticos, pero si la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración considera que 
sería importante recibir insumos sobre algún tema en especial, podríamos hacer un pago 
extra por ese trabajo a demanda, que implicaría algo más que participar en la jornada. 


Este trabajo debe quedar terminado indefectiblemente en abril del año que viene, 
porque la Unión Europea pide la rendición de cuentas contable para esa fecha. Reitero 
que el desembolso de dinero se irá haciendo de acuerdo con el cumplimiento de los 
objetivos y los plazos establecidos para cada instancia. El primer desembolso, que es 
para la contratación de los expertos y el relator y para la realización de la jornada, todavía 
está en el Tribunal de Cuentas. 


Quiero recalcar que la intención del Comité Político y de la Escuela de Gobierno es 
crear insumos para el trabajo parlamentario; no es algo vinculante. En ese marco, 
queremos invitarlos a participar en las diferentes instancias que se vayan dando y a 
realizar las sugerencias que consideren pertinentes. 


SEÑOR GOÑI REYES (Rodrigo).- Estoy tratando de entender el objetivo final de 
estas acciones. Me parece que el objeto de estas contrataciones es generar insumos 
para esta comisión, que va a estar a cargo de la consideración de un proyecto de Código 
Penal. El desconocimiento de esto me llevó a plantear este tema en la sesión pasada, 
porque consideraba que, fundamentalmente, la recopilación de todas las normas penales 
trascendía un poco el cometido esencial de la Escuela de Gobierno. Pregunté a algunos 
colegas si estaban informados al respecto y al no tener una respuesta afirmativa me 
pareció bueno tener esta instancia aclaratoria. La mayoría de los integrantes de la 
comisión no sabíamos que se estaba haciendo este tipo de trabajos con este claro 
objetivo de generar insumos para la posterior consideración de un proyecto de reforma 
del Código Penal. 


Quiero saber cómo van a ser ofrecidos esos insumos a esta comisión. Ante la tarea 
que vamos a comenzar el año que viene, no es irrelevante saber con qué tipo de insumos 
contamos y a qué trabajos podemos acceder. En virtud de lo que se nos informa en 
cuanto a que esto tiene como objetivo generar insumos para la consideración de un 
proyecto de reforma del Código Penal, quizás podríamos participar en la definición de 
futuras contrataciones o de futuros objetos que tengan que ver con este proyecto. 
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SEÑOR ABDALA (Pablo).- En primer lugar, quiero hacer una consideración de 
carácter general muy breve. Me parece que ha fallado la comunicación institucional. 
Pienso que esta conversación la deberíamos haber mantenido hace algún tiempo, en 
función de que se da la circunstancia llamativa de que la información de la Escuela de 
Gobierno se vuelca oficialmente en el ámbito de la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración al día siguiente de que se le comunicara al país a 
través de una conferencia de prensa. Estamos hablando de un tema que tiene que ver 
con la competencia de esta comisión y de un asunto que tiene a estudio, que es la 
reforma del Código Penal. Yo sé que en la Escuela de Gobierno estamos representados 
todos los partidos; esto no pretende ser un señalamiento hacia partido o legislador alguno 
sino una consideración de carácter general vinculada con lo institucional. Voy a poner un 
ejemplo. El diputado González hablaba del destino que se dio a determinado proyecto de 
ley. Es habitual que las comisiones permanentes, donde estamos representados todos 
los partidos, se comuniquen institucionalmente. Cuando hay determinados asuntos que 
una comisión considera que tienen que ver con la competencia de otra o, eventualmente, 
un proyecto de ley que fue mal derivado a una comisión, normalmente se resuelve por las 
vías institucionales. A mí me parece que, en este caso, las vías institucionales no han 
funcionado bien; lo digo con absoluta honestidad intelectual y, repito, esto no pretende 
ser una imputación a nadie, entre otras cosas, porque estamos todos representados allí. 
Creo que hubiera sido mejor haber sabido esto con tiempo. Yo ignoraba absolutamente 
que existe un plan llamado Justicia e Inclusión en el que está trabajando la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y que uno de sus componentes importantes es la reforma 
del Código Penal que, curiosamente, es un proyecto de ley que está a estudio de esta 
comisión, que es la que tiene competencia directa en la materia a la hora de asesorar a la 
Cámara de Representantes y ya ha venido tomando determinadas decisiones y ha dando 
determinados pasos. 


Hechas estas consideraciones -que no tienen otro afán que actuar con honestidad 
intelectual y decir las cosas como las veo-, lo otro que quiero decir se desprende de las 
expresiones de la diputada Galán: obviamente, toda la actividad que al respecto 
desarrolle la Escuela de Gobierno con relación a este asunto en nada sustituye la que 
deberá desarrollar la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, porque es su obligación y su competencia. Por lo tanto, reitero que yo voy 
a participar de esas actividades en la medida de mis posibilidades, porque los 
legisladores, antes de participar en actividades complementarias que pueden ser muy 
importantes, tiene que cumplir con sus obligaciones: asistir a las comisiones que integran, 
a las sesiones de la Cámara, etcétera. Entonces, asistiré en la medida de mis 
posibilidades. Si allí se generan insumos, llegado el momento los consideraré, pero desde 
ya adelanto -esto va dicho, sobre todo, para la presidenta y los demás compañeros de la 
comisión- que voy a pedir que definamos en el ámbito de la comisión un proceso 
adecuado y con previsibilidad, en cuanto a la posibilidad de convocar a delegaciones y 
recibir asesoramientos a la hora de analizar el Código Penal. En ese sentido, nos 
proponemos promover invitaciones a distintos actores vinculados con este asunto. Desde 
ya quiero pedir a la secretaría que nos indique cuáles fueron las delegaciones que recibió 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración en el período 
pasado para analizar este tema, porque me parece que nos puede servir de referencia a 
la hora de recabar nuestros propios asesoramientos. Reitero: nosotros tenemos previsto 
promover, cuando llegue el momento, una lista muy importante de invitados que me 
parece muy necesario que esta comisión reciba y escuche sus opiniones y visiones sobre 
estos asuntos antes de tomar una decisión, porque la reforma del Código Penal es un 
tema de enorme importancia y, más allá de que haya alguna memoria institucional en 
función de lo que se actuó en la Legislatura anterior, en general, los legisladores que 
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ahora integramos esta comisión no estuvimos al frente de ese trabajo parlamentario. Yo 
no estuve y, por lo tanto, debo legislar a conciencia. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Me parece que las observaciones que hace el diputado 
Abdala son de recibo. Más allá de la doble pertenencia a la comisión y al Comité Político 
de la Escuela de Gobierno, haciendo autocrítica debo decir que nunca definimos hacer 
esta comunicación y, desde mi punto de vista, fue incorrecto que se hiciera después una 
conferencia de prensa. Asumo la cuota de responsabilidad que me cabe. 


SEÑORA GALÁN (Lilián).- Yo también asumo lo que dice el diputado Radío, pero 
también debo decir que nosotros estamos trabajando un poco contrarreloj, porque esta no 
es la función de la Escuela de Gobierno. Reitero que la Cámara de Representantes la 
"usó" -entre comillas- para vehicular esta actividad, que en nada va a interferir con el 
trabajo de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, 
que se dará las formas pertinentes en cuanto al llamamiento de las organizaciones. 
Simplemente, este trabajo se da en el marco del Programa Justicia e Inclusión que, 
reitero, es muy extenso, que tienen muchas partes, muchas de las cuales no conocemos, 
n porque sea secreto sino porque no tuvimos oportunidad de estudiarlo profundamente. 
Nosotros estamos abocados al trabajo que hace al proyecto de sensibilización con 
respecto al Código Penal. Repito que esto no es nada vinculante para la comisión. Es un 
proyecto de la OPP y la Unión Europea. Como la OPP consideró que no era posible 
llevarlo a cabo por sus canales, lo derivó a la Cámara de Representantes y esta a la 
Escuela de Gobierno. No es un proyecto que haya sido a instancias de la Escuela de 
Gobierno ni que intente ser vinculante para esta comisión ni sustituir el trabajo de las 
comisiones. Todo el material que se vaya produciendo será recopilado en diferentes 
documentos, que quedarán a disposición de los parlamentarios que los quieran consultar. 
Por eso, se contratará una relatoría y en el Comité Político estuvimos pensando -aunque 
no lo tenemos muy definido- en la posibilidad editar algún material en forma de libro con 
respecto a los invitados internacionales. 


Insisto en que en el Comité Político están integrados todos los grupos 
parlamentarios y, por lo tanto, es una buena forma de que lleguen las invitaciones a 
participar de los diferentes eventos. Cada diputado que lo integra lleva la voz de su sector 
y ha cursado las invitaciones pertinentes a las distintas instituciones que estaban 
pautadas en los términos de referencia; por lo tanto, nos parece que si bien asumimos 
que quizás hubiera sido importante reunirnos con esta comisión antes, no lo habíamos 
pensado, se nos pasó, justamente porque el trabajo que se vaya a hacer no es vinculante 
ni va a sustituir el de esta comisión. 


Me interesa recalcar que todos los parlamentarios están invitados a participar de las 
diferentes instancias. La integración de las mesas en la jornada de reflexión va a 
depender de las organizaciones civiles que se presenten. Repito que el 23 de noviembre 
se va a reunir el Comité Político con el fin exclusivo de conformarlas y establecer el 
horario de trabajo: si se presentan muchas, trabajaremos todo el día y si no, será una 
tarde. Nos interesa que estén representados los diferentes grupos políticos, porque tienen 
mucho que decir con respecto a este tema. Simplemente es eso: una recopilación de 
material que será un insumo y quedará a disposición de todos los parlamentarios en la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- En la sesión anterior, cuando se discutió el tema, 
reivindicamos esta situación como que estábamos supliendo una carencia que tenemos 
en el Parlamento de poder contar con estos recursos, por ejemplo, para esta tarea. 
Nosotros no tenemos la posibilidad de contratar desde el Parlamento a técnicos 
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internacionales o de hacer esa recopilación normativa y estamos cubriendo esa falencia 
con este proyecto, lo que me parece muy bueno. 


No puede quedar dudas de que la responsabilidad del tratamiento del proyecto de 
reforma de Código Penal es de esta comisión, que la participación de la sociedad civil en 
este debate la va a administrar esta comisión y que esto suma a nuestro trabajo. Ahora 
bien, me gustaría saber si en virtud de contar con estos fondos -ayer leí cómo se iba a 
convocar a la sociedad civil-, podíamos hacer un esfuerzo para que se refleje el interior 
del país. ¿A qué me refiero? Muchas veces, los aportes se miden de acuerdo con la 
experiencia, la composición académica de las organizaciones de la sociedad civil. 
Algunos pueden estar acá, pero hay gente que se tiene que trasladar, que no tiene 
mucho trabajo previo pero es interesante que su voz esté reflejada. ¿Eso puede estar 
contemplado? 


Por otra parte, me parece que deberíamos dejar claro, porque queda un manto de 
dudas que hace mal a nuestro trabajo, que el 3 de diciembre no se agota la participación 
de la sociedad civil. Nuestra comisión va a tener la capacidad suficiente de poder 
convocar a la sociedad civil cuantas veces lo entienda necesario. De última, no podemos 
cerrar la participación a una jornada en la que la comisión ni siquiera es convocante. 
Pienso que la comisión debería tener el mismo espacio que tuvo la Cámara de 
Representantes para convocar a una jornada de reflexión, para promover otros canales 
de participación. 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- Me parece bueno que esto sea una jornada de 
sensibilización que despierte el ánimo de participar y nos sirva como insumo, también 
porque a veces quedamos circunscriptos a organizaciones civiles que son más visibles 
por estar más cerca del área metropolitana, de los medios, de los centros de decisión y, 
de repente, aquí puede aparecer gente que está trabajando seriamente algunos temas 
que tienen que ver con la reforma que queremos encarar. Nos preocupa -porque ha 
habido antecedentes- que se pueda facilitar la participación de las organizaciones del 
interior. No es una reivindicación camisetera porque soy del interior, sino porque puede 
ser un aporte sustancial descubrir nuevos grupos de gente que está trabajando, a fin de 
generar después nuestra propia lista de insumos para poder trabajar plenamente. O sea 
que vemos muy oportuna esta instancia, a efectos de sensibilizar, de convocar, 
universalizar y poner el tema en discusión. Tendríamos que saber aprovecharlo como 
comisión, para avanzar en una participación más democrática. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dejar algunas constancias en relación con algunas 
expresiones vertidas acá. 


Como dije en la sesión pasada, estaba en pleno conocimiento de este programa, 
porque había sido informada no institucionalmente sino a través de mis compañeros de la 
fuerza política Frente Amplio que integran la Escuela de Gobierno. Los integrantes de 
esta comisión pertenecientes al Frente Amplio estaban en conocimiento porque así lo 
hemos conversado. 


Además, la secretaría nos informó que durante el tratamiento del proyecto de 
reforma del Código Penal -ya habíamos pedido las delegaciones- el señor coordinador 
general de la OPP y coordinador del proyecto Programa de Apoyo a la reforma del 
sistema de justicia penal y mejora de las condiciones de vida y reinserción 
socioeconómica de las personas privadas de libertad, doctor Gerardo Siri, y el 
coordinador adjunto, doctor Martín Fernández, concurrieron a la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración, según consta en la versión 
taquigráfica del 3 de abril de 2013. 
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Esta no es la primera vez que se manifiesta en la comisión la necesidad de saber 
qué delegaciones habían comparecido y la secretaría ya nos hizo llegar esa información. 
A solicitud del diputado Abdala la vamos a volver a mandar por mail. Inclusive, en su 
momento se informó que estaban a disposición de los señores diputados los materiales 
que brindaron las delegaciones correspondientes. Institucionalmente, desde el 3 de abril 
de 2013, esta comisión, más allá de su integración, está en conocimiento de este 
proyecto. 


Por otro lado, en la sesión pasada solicité expresamente que se hiciera llegar la 
invitación a la convocatoria que se lanzó ayer, para que estuviera en conocimiento de 
todos, con una semana de anticipación. En el lanzamiento se decía: "La convocatoria es 
abierta a Organizaciones de la Sociedad Civil que deseen contribuir al debate 
parlamentario con su punto de vista, y cuyo foco de trabajo confluya en algún aspecto con 
la materia penal". Con respecto a alguna inquietud que se ha manejado acá, 
expresamente se dice: "Se destaca que este es un mecanismo adicional y no 
contrapuesto al funcionamiento normal de las Comisiones Asesoras de la Cámara de 
Representantes (en este caso la Comisión de Constitución y Códigos de Diputados), que 
han recibido y continuarán recibiendo a delegaciones de las organizaciones sociales en 
su seno". 


Como no puede ser de otra manera, a tal punto que ya tenemos varias solicitudes 
de concurrir a esta comisión y que lógicamente, cuando comencemos con el tratamiento 
del tema, que aún no está en el orden del día, comenzarán a ser recibidos. 


Como presidenta de esta comisión, continuamente estoy recibiendo invitaciones -al 
igual que el resto de los miembros de la comisión- a participar de múltiples actividades 
académicas e institucionales referidas a la reforma del Código Penal. Cada una de esas 
instancias a las que concurro considero que es insumo para mi posterior trabajo 
parlamentario; por lo tanto, esta actividad que se irá a realizar por fuera del normal 
funcionamiento de esta comisión, la tomaré como un insumo más, como decía la 
presidenta de la Escuela de Gobierno. 


Les quiero agradecer que hayan concurrido a la comisión porque lo que conozco del 
funcionamiento de la Escuela de Gobierno es por lo que veo, porque no hay un vínculo 
con las comisiones. Sé que realiza múltiples actividades. No sé si existe una forma 
institucional de relacionarse con las comisiones. Es la primera vez que veo que se solicita 
la concurrencia y sinceramente desconozco cómo es el relacionamiento con la Cámara. 


SEÑORA GALÁN (Lilián).- Voy a contestar una inquietud de los diputados con 
respecto a las organizaciones del interior y después voy a ceder la palabra al señor Pablo 
Sciarra, que les puede informar sobre el vínculo de las comisiones con la Escuela de 
Gobierno. 


Vuelvo a decir que este es un proyecto Unión Europea- OPP. En la Escuela de 
Gobierno hemos fijado algunas actividades que fueron avaladas por la OPP, que rinde 
cuentas de los dineros frente a la Unión Europea. La Cámara de Representantes y su 
oficina contable le rinden cuentas a la OPP. Nosotros, simplemente, hicimos una 
estimación de costos que incluye el pago de relatoría, de expertos, viáticos, etcétera. No 
consideramos el pago de viático a organizaciones del interior, pero es algo que podremos 
discutir y evaluar en el Comité Político. No nos corresponde -reitero- la rendición de 
cuentas contable pero el Comité Político maneja una estimación de costos que se va 
haciendo en consulta con la OPP, que hace los desembolsos conforme se van 
cumpliendo los objetivos y las distintas instancias planificadas dentro del proyecto. Quiero 
dejar esto bien claro porque la Escuela de Gobierno vehicula este tema pero los 
desembolsos son a través de la Cámara de Representantes. No me atrevo a dar 
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opiniones porque para algo existe un Comité Político y consultaremos al resto de los 
integrantes y definiremos la posibilidad de pagar viáticos a grupos del interior. Nos parece 
muy importante la participación abierta de toda la sociedad civil y si existe la imposibilidad 
de viajar a Montevideo, donde se centralizan los eventos, esta apertura no sería tal. Esto 
lo discutiremos en el Comité Politico; muchas gracias por la sugerencia. 


SEÑOR SCIARRA (Pablo).- Voy a contestar la pregunta de la presidenta de la 
comisión sobre cuál es el relacionamiento institucional de la Escuela de Gobierno. No es 
nada más ni nada menos que una oficina de la Cámara de Representantes; o sea que 
todos los insumos que produce están disponibles para los noventa y nueve diputados, en 
cualquier momento. Estamos abiertos a que los soliciten. Reitero: es una oficina más. No 
es ningún organismo extraterrestre ni mucho menos. Incluso, todos los insumos que han 
dejado los docentes de las diferentes materias a lo largo de los ocho años que tiene esta 
escuela están a disposición de todos. Por la Escuela de Gobierno han pasado docentes 
de alto rango; en materia de derecho, por ejemplo, Daniel Ochs, Martín Risso, Marcelo 
Laborde. 


Estamos abiertos a lo que ustedes nos digan. Reitero: es una oficina más y estamos 
al servicio de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero dejar una breve constancia, porque a esta altura 
está todo dicho y los hechos, consumados. Lo que pasó, pasó y, por supuesto, tenemos 
que mirar para adelante con sentido constructivo. 


No creo que la Escuela de Gobierno sea una oficina más. Tiene determinada 
virtualidad, un comité político al frente; me parece que no es una repartición burocrática 
del Poder Legislativo. Me reafirmo en que, evidentemente, los resortes institucionales no 
funcionaron de la mejor manera -lo digo con total transparencia y sinceridad-, por la muy 
sencilla razón de que ayer se hizo una conferencia de prensa, se informó a los medios 
oficialmente sobre algo de lo que oficialmente la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración está tomando noticia en el día de hoy. ¿Se debió a 
la maldad de los que llevaron eso adelante? ¿A la negligencia, a la impericia, al deseo de 
perjudicar a alguien? Seguramente, no; se dieron esas circunstancias y yo solo las 
señalo. En lo que a mí respecta, doy el tema por concluido. 


Por otra parte, agradezco mucho a la presidenta que me haya recordado que ya se 
nos repartió la lista de quienes comparecieron en esta comisión en el período pasado 
para pronunciarse sobre el Código Penal. Le adelanto que, con toda seguridad, vamos a 
pedir que todos sean nuevamente convocados al ámbito de esta comisión. 
Probablemente, agreguemos a esa lista -supongo que no vino- a Pablo Alvarez, el 
director de la OPP, porque a la hora de analizar las decisiones vinculadas con la 
aprobación del nuevo Código Penal será muy interesante conocer el alcance y los 
términos del Programa de Justicia e Inclusión. Según tengo entendido, está a cargo del 
señor director Pablo Alvarez, a quien aprecio mucho -por otra parte-, porque además fue 
integrante de esta Casa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de la diputada Lilián Galán y 
del señor Pablo Sciarra en esta comisión, a los efectos de informarnos ampliamente 
sobre los términos del convenio que están llevando adelante. 


(Se retiran de sala los representantes de la Escuela de Gobierno) 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- En el día de hoy tomé conocimiento de que fue 
derivada a la Comisión de Hacienda la Carpeta N* 570, de 2015, Repartido N* 319, 
"Administración Nacional de Casinos y Juegos de Apuestas del Estado. (Creación en 
calidad de servicio descentralizado comercial)". No ahondé en el contenido del proyecto, 
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pero puedo decirles que en el artículo 14 se crea Administración Nacional de Casinos y 
Juegos de Apuestas del Estado como servicio descentralizado comercial. 


No encuentro que el artículo 115 del Reglamento de esta Casa sirva como 
fundamento para que el proyecto de creación de un servicio descentralizado deba estar a 
estudio de la Comisión de Hacienda. En cambio, la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración tiene a estudio "la organización administrativa de 
oficinas y servicios; estatutos de entes autónomos; estatutos de los funcionarios con 
excepción de los militares y los de servicio exterior". Creo que este asunto es de neta 
competencia de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración, y debería ser considerado por ella antes de ir al pleno. Sin cuestionar las 
razones que pueda haber para que la Comisión de Hacienda lo considere, me parece que 
tendríamos que trasladar lo que planteo a la Presidencia de la Cámara. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que el planteo es atendible y tiene sustento. 
Muchas veces, los límites entre las competencias de las comisiones son difusos o puede 
suceder que los contenidos del proyecto correspondan a la materia de más de una 
comisión. Estos son los temas que se dirimen, normalmente, en la coordinación 
interpartidaria. Podríamos trasladar la inquietud a nuestros coordinadores. A veces, estos 
casos se resuelven creando comisiones especiales y, otras, integrando comisiones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me informa la secretaría que cualquier diputado puede 
pedir en Sala la rectificación del trámite dado a un proyecto de ley. Sin perjuicio de ello, 
me parece pertinente proceder de la manera sugerida por el diputado Abdala. 

(Diálogos) 

SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- Es cierto lo que dice el diputado Abdala en cuanto 
a que hay temas que competen a más de una comisión. Me viene a la memoria el 
proyecto sobre Derecho Aduanero del Mercosur, que estaba vinculado con las 
Comisiones de Hacienda, de Derechos Internacionales y de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración. Nosotros vamos a hacer las consultas políticas 
correspondientes para dar respuesta a la inquietud del diputado Pablo González. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo 
término del orden del día: "Ley general de derecho internacional privado. (Aprobación)". 


SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- Sin ánimo de entorpecer, solicito la 
reconsideración del artículo 13. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se reconsidera el artículo 13. 

(Se vota) 

——_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Se reabre la discusión del artículo 13. 

SEÑOR DE LOS SANTOS (Darcy).- Solicito que este artículo sea desglosado. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Queda desglosado el artículo 13. 

En discusión el artículo 30. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- En este caso, también voy a acompañar el criterio de la 
comisión redactora, que es el que surge del texto. Naturalmente, advierto el interés de las 
asociaciones profesionales en mantener la solución tradicional, porque eso significa que 
siempre hay que abrir sucesión aquí, si hay bienes en el Uruguay, sean inmuebles o de 
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otra naturaleza, como cuentas bancarias. De todos modos, me pesa mucho el argumento 
que expone la comisión redactora en el sentido de que la solución que consagra el 
proyecto, es decir, que se aplique siempre la ley del último domicilio del causante, salvo 
cuando se trata de inmuebles, es la que han recogido los códigos de Argentina, Brasil y 
Paraguay. Creo que es la solución más sensata y, en un camino de integración y 
armonización de los ordenamientos jurídicos, me parece que tendríamos que respetar 
ese criterio. Por lo tanto, en el artículo 30 estaría al proyecto presentado por la comisión 
redactora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Asociación de Escribanos del Uruguay y el Colegio de 
Abogados del Uruguay proponen una nueva redacción, agregando un numeral 3, que 
dice: "No obstante, el causante domiciliado en el extranjero podrá decidir por testamento 
que los bienes muebles no registrables ubicados en la República al momento de su 
fallecimiento, se rijan y tramiten por la ley uruguaya". 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- El criterio seguido hasta ahora es desglosar los artículos 
en que tenemos alguna diferencia. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- Quiero dejar constancia de que estamos de 
acuerdo con el agregado que incluye la autoridad central, en el entendido de que sintetiza 
lo planteado por el proyecto original y las modificaciones de la Asociación de Escribanos, 
y concluye que en una norma que toma el criterio general de la situación de los bienes al 
tiempo del fallecimiento del causante y sin distinguir entre inmuebles, muebles 
registrables o no registrables, deja el salvoconducto del causante domiciliado en el 
extranjero que por testamento puede decidir que sea ley uruguaya la que rija sus bienes 
muebles. 


Entendemos que esta puede ser una muy buena síntesis y queríamos dejar 
constancia del acuerdo con las modificaciones con la autoridad central. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Entiendo que la Asociación de Escribanos del Uruguay 
propuso modificar el criterio general, estableciendo la posibilidad de un fraccionamiento 
-digamos así- a la hora de la aplicación de la ley, en lugar de lo que sugiere la comisión 
redactora, que es el último domicilio del causante. Por otro lado, sugieren agregar este 
último numeral, con respecto a lo cual no he visto pronunciamiento de la comisión 
redactora. Entiendo que debemos tomar dos decisiones separadas con relación a este 
artículo; capaz que lo que propone el diputado Radío en el sentido de desglosar el 
artículo sea lo más pertinente, para estudiarlo más detenidamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda desglosado el artículo 30. 
En discusión el artículo 31. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Acompaño nuevamente el criterio de la comisión, con un 
aditivo. El criterio propuesto es que el testamento otorgado en el extranjero tenga validez 
y eficacia en la República, siempre y cuando respete las formas exigidas por la ley del 
lugar de su otorgamiento. Esto abriría la posibilidad -según un comentario que hace, creo, 
la Asociación de Escribanos del Uruguay- de que hubiera hasta algún testamento oral. 
Eso generaría dificultades comprensibles, sobre todo cuando se trate de testamentos 
otorgados en países con idiomas distintos, muy lejanos, etcétera. Para contemplar esa 
observación, propondría acotar la norma del numeral 1. del artículo 31 al testamento 
escrito otorgado en el extranjero. 


Es un ajuste que no cambia sustancialmente la norma pero reduce el criterio a los 
casos de testamento escrito, que son los que estamos acostumbrados a manejar. Me 
parece que se acerca mucho a lo que es usual en nuestro país. Propongo que el numeral 
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1. del artículo 31 quede redactado de la siguiente manera: "El testamento escrito 
otorgado en el extranjero según las formas exigidas por la ley del lugar de su 
otorgamiento es válido y eficaz en la República". 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- Originalmente íbamos a proponer la aprobación del 
proyecto tal como vino de la comisión redactora, en el entendido de que su redacción 
tiene la virtud de la sencillez y, por lo tanto, facilitaría las cosas, mientras que las 
modificaciones propuestas agregaban formalidades innecesarias a nuestro modo de ver. 
Más allá de eso, en lo personal, si la propuesta del diputado Ope Pasquet simplifica más 
la tarea, no tenemos problemas en acompañarla. 


(Apoyados) 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- El artículo 31 propone un cambio de las reglas en 
materia de testamentos que existen en la legislación nacional. Eventualmente, por esta 
puerta, entrarían como válidos, por primera vez, los testamentos ológrafos, es decir, 
autorizados sin las formalidades exigidas por el ordenamiento jurídico nacional: escritura 
pública, presencia de testigos, otorgamiento conjunto y toda una serie de formalidades 
que hacen a la ritualidad. 


En este caso, considero pertinente el agregado propuesto por la Asociación de 
Escribanos del Uruguay; si no, se va a crear una incoherencia entre la legislación interna 
y la que vamos a aceptar para otros testamentos, salvo que queramos consagrar a texto 
expreso una excepción en el ordenamiento jurídico nacional para aquellos otorgados en 
el extranjero. De lo contrario, habría una incompatibilidad con las normas que rigen en la 
materia. La redacción propuesta por la Asociación de Escribanos, sin mantener 
exactamente las exigencias de nuestra normativa, es la que más se acompasa con esta 
y, por lo menos, da certidumbre al requerir que, a través de un notario, se proceda a la 
certificación de firmas si se trata de un documento privado otorgado en el exterior. Por lo 
menos, se exige una mínima garantía de la veracidad de la voluntad emitida por la 
persona. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- Nosotros estamos en condiciones de votar el artículo 
con el agregado propuesto por el diputado Pasquet. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solicito el desglose de este artículo, en función del 
planteo del diputado Alejo Umpiérrez. Inclusive, el diputado Pablo Díaz nos hacía un 
comentario bastante coincidente; por lo tanto, la bancada del Partido Nacional está 
envuelta en una duda con relación a este asunto. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Sin perjuicio de que se desglose este artículo u otros, 
quiero hacer un comentario general. Pienso que cuando legislamos en materia de 
derecho internacional privado, el criterio rector no puede ser -es mi opinión- tratar de 
imponer las soluciones de nuestro derechos a las relaciones que contengan elementos de 
derecho extranjero. Eso sería partir de la base de que todos los ordenamientos jurídicos 
con los cuales entramos en contacto en virtud del comercio jurídico van a tener que 
amoldarse a lo que nosotros pensamos, recoger nuestras soluciones y adoptar nuestros 
criterios. Me parece que ese no puede ser el criterio rector en esta materia. Tenemos que 
tratar de buscar armonizar, contemplar situaciones distintas y, sobre todo, tener muy en 
cuenta las legislaciones de los países vecinos, con cuyos habitantes tenemos el comercio 
jurídico más intenso. Acá se ha planteado muchas veces el tema del testamento ológrafo, 
justamente porque viene del otro lado del charco; por eso, tenemos la necesidad de 
encontrar una solución adecuada. 


Entonces, me parece que, en general, lo que tenemos que buscar no es tratar de 
imponer los criterios de nuestra legislación hasta donde sea posible sino la solución más 
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adecuada para regir una relación jurídica en la cual están involucrados elementos propios 
de nuestro territorio, de nuestra población y también factores extranjeros que tenemos 
que considerar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda desglosado el artículo 31. 
En discusión los artículos 32 y 33. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 34. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- En este caso, me parece de recibo la observación que 
hace la autoridad central, que propone sustituir en el numeral 1. la referencia al "asiento 
principal de sus negocios" por la "sede principal de su administración". ¿Por qué? Porque 
lo primero puede ser algo de difícil determinación y prueba; en cambio, el otro criterio es 
formal y muy claro: "sede principal de la administración" no se presta a demasiadas 
dificultades. Creo que la cuestión de los negocios tiene especial relevancia en atención a 
que estamos regulando la situación de las personas jurídicas no comerciales, porque el 
artículo 38 excluye expresamente las sociedades comerciales de esta regulación. Nos 
estamos refiriendo, básicamente, a asociaciones civiles. Entonces, los negocios 
entendidos, naturalmente, en el sentido de la actividad de esa asociación, pueden no ser 
públicos, pueden tener un carácter estrictamente privado, que haga más difícil todavía 
esto del "asiento principal de los negocios". En cambio, el criterio formal que postula la 
autoridad central me parece muy claro y preciso. No advierto que pueda dar lugar a 
mayores inconvenientes, así que en el artículo 34 propongo sustituir "el asiento principal 
de sus negocios" por "la sede principal de su administración", tal como plantea la 
autoridad central. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- Comparto los comentarios que hace el diputado Pasquet, 
pero en el entendido de que mantenemos el numeral 2. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Sí, claro. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- Dejo constancia de que la modificación que 
propone el diputado Pasquet se corresponde con la doctrina más recibida en materia de 
Derecho Internacional. Además, el numeral 2. colabora con hacer más completa la 
regulación. Por lo tanto, con estas modificaciones obtenemos una redacción más 
adecuada. 


SEÑOR DÍAZ ANGÚILLA (Pablo).- Quiero dejar constancia de que compartimos lo 
expresado por el diputado Pasquet. Esta solución facilita a la hora de determinar el 
domicilio de la persona jurídica. Evita la confusión, porque cuando se habla de cuál es el 
asiento principal de una empresa puede haber diferentes interpretaciones: la que 
corresponde al mayor volumen de su negocio, a donde tiene su domicilio fiscal principal, 
etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo con la modificación propuesta por el diputado 
Pasquet, el numeral 1. del artículo 34 quedaría redactado de la siguiente manera: "Las 
personas jurídicas de derecho privado tienen su domicilio donde está situada la sede 
principal de su administración". El numeral 2. queda como está. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 34 con la modificación 
propuesta por el diputado Pasquet. 
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(Se vota) 

———_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión los artículos 35 y 36. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 

(Se vota) 

———_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 37. 


Hay una sugerencia de la autoridad central con respecto a este artículo, que figura 
en las páginas 11 a 13 del informe. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- La autoridad central propone la siguiente redacción 
para el numeral 1. de este artículo: "Si la persona jurídica se propusiera el ejercicio de 
actos comprendidos en su objeto social, mediante el establecimiento de algún tipo de 
representación permanente, deberá cumplir con los requisitos exigidos por las normas 
nacionales". 


Entendemos que esta redacción es más prolija y sencilla; no hay aquí una cuestión 
de fondo. Dejo la decisión a criterio de los colegas que tengan más experticia en estos 
temas. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Yo creo que en el texto que propone la autoridad central 
hay una diferencia significativa que me hace preferir el del proyecto. Fíjense que el 
numeral 1. propuesto por la autoridad nacional dice: "Si la persona jurídica se propusiera 
el ejercicio de actos comprendidos en su objeto social, mediante el establecimiento de 
algún tipo de representación permanente, deberá cumplir con los requisitos exigidos por 
las normas nacionales". 


Esta redacción permite que una persona jurídica cumpla la actividad propia de su 
objeto social en nuestro país sin someterse a nuestras leyes, simplemente por la vía de 
no establecer un tipo de representación permanente, lo cual en tiempos de la informática, 
etcétera, es relativamente fácil. Esto es lo que observa, justamente, la comisión 
redactora, que dice: "La fórmula propuesta por la Autoridad Central habilita la posibilidad 
de que una persona jurídica que realice actos comprendidos en su objeto social, aun de 
manera habitual, no acompañados del establecimiento de algún tipo de representación 
permanente, puedan eludir los requisitos exigidos por las normas nacionales". 


Por eso, me parece que no es de recibo el cambio propuesto por la autoridad central 
y soy partidario de mantener el texto de la comisión redactora. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- A partir del sentido literal de los términos de ambas 
propuestas, advierto que en la propuesta de la autoridad central no se reitera la condición 
de la habitualidad, que aparece en el texto original. Se podría inferir que la solución de la 
autoridad central es más estricta en cuanto a que en cualquier circunstancia, no solo 
cuando la actividad se desarrolla habitualmente, es necesario constituir una 
representación permanente. De todas formas, me parece que es un nivel de preciosismo 
tal que, en la medida en que la comisión redactora lo ha visto y se ha mantenido en la 
posición original, estaríamos dispuestos a votar la fórmula que viene en el proyecto de 
ley. 


SEÑOR MAHÍA (José Carlos).- En la misma línea que venía desarrollando el 
diputado Abdala, si se consensúa en la comisión aprobar el artículo tal como estaba 
redactado originalmente, me avengo a ello. 
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SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dejar constancia de que me genera dudas la 
consideración de la autoridad central, que dice: "La redacción y por tanto la solución que 
este proyecto de ley le da a la actuación en nuestro país de las personas jurídicas, es 
sustancialmente distinto a la solución que le da el artículo 193 de la Ley 16.060 a las 
Sociedades Comerciales constituidas en el extranjero". Me parece que ese es el 
argumento de mayor peso para la solución que proponen. El informe sigue diciendo: " No 
encontramos un fundamento jurídico suficientemente válido para esta diferencia de 
regulación, además del grave inconveniente de la inseguridad jurídica que genera la 
redacción del artículo 37 num.1". 


Ellos marcan una contradicción con el artículo 193 de la Ley N* 16.060, de 
sociedades comerciales constituidas en el extranjero. Me parece que ahí tenemos que 
poner la mirada para evaluar la observación que hacen. 


Me parece que tendríamos que desglosar este artículo, a los efectos de 
compatibilizar esa observación con el ordenamiento jurídico vigente en la materia. 


SEÑOR RADÍO (Daniel).- En una primera lectura, también había pensado que se 
trataba de un tema de redacción, pero hay algo más de fondo. La propuesta de la 
autoridad central, dice: "Si la persona jurídica se propusiera el ejercicio de actos 
comprendidos en su objeto social, mediante el establecimiento de algún tipo de 
representación permanente, deberá cumplir con los requisitos exigidos por las normas 
nacionales". Quiere decir que si no tuviera una representación permanente, no tendría por 
qué cumplir con los requisitos. La otra redacción dice "en forma habitual deberá hacerlo 
mediante el establecimiento de algún tipo de representación permanente". Ahí hay una 
cuestión de fondo, no solo de forma. Está bien que procedamos al desglose. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso es así porque está en conformidad con lo que 
establece el artículo 193 en cuanto a cómo se reconocen las sociedades constituidas en 
el extranjero. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Habiendo diferencias entre el texto de las sociedades 
comerciales y este, me parece preferible este. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Pablo).- No afecta a las sociedades comerciales. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Después de leer el artículo 193, me inclino por el 
texto original. Si bien aparece como contradictorio con la anterior solución que tomamos 
de establecer en el artículo 34 "la sede principal de la administración", acá es diferente 
porque el fundamento para fijar la habitualidad es el hecho de la obligación de fijar 
representación permanente dentro del país. Si tomáramos la redacción propuesta por la 
autoridad central, por más que tenga una eventual correlatividad con las sociedades 
constituidas en el extranjero -que, de todas maneras, en Uruguay, tienen como requisito 
registrarse en el Registro Público y General de Comercio-, estaríamos dejando en el aire 
la posibilidad de aplicación de la norma. Esa es la realidad. Si no hay un giro en el país 
con una representación permanente, la sede principal de la administración no va a existir 
en el territorio nacional. La norma madre del artículo 37 consagra claramente que deberá 
hacerlo mediante el establecimiento de algún tipo de representación en el territorio 
nacional. Ese es el punto de conexión, por decirlo así, en términos jurídicos y me parece 
correcta la redacción original. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda desglosado el artículo 37. 
En discusión los artículo 38, 39 y 40. 
Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
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(Se vota) 

———_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 41. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

———_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 42. 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Creo que al respecto había una sugerencia de la 
cátedra y estaría bien hacer un agregado al numeral 2, que faculta a los coindivisarios -en 
forma por demás lógica y racional- a celebrar una partición de bienes, sin perjuicio de 
dónde estén ubicados los bienes de la indivisión. A este respecto, el informe de la 
comisión redactora dice: "Esta solución no abre la posibilidad de revisar el cálculo de las 
cuotas de cada coindivisario -lo cual debe efectuarse según la ley que regula la causa de 
la indivisión [...]". 


Entonces, lo que debería agregarse es que, sin perjuicio del lugar de celebración, 
deberá hacerse respetando las normas referentes a las legítimas -por decirlo así-, que 
son las que rigen en la materia para no vulnerar los derechos básicos de los legitimarios 
en una herencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero dejar constancia de la opinión del Colegio de 
Abogados del Uruguay, que me parece compartible. En la página 10 de su informe dice: 
"La posición de la Asociación de Escribanos no debería ser recogida, en tanto el 
mencionado artículo pretende regular exclusivamente el acto particionario y no así los 
derechos de los coindivisarios, que estarán determinados por la ley que regule la causa 
de la indivisión. Además, muy frecuentemente las particiones ponen fin a indivisiones 
originadas en más de una causa, casos en los que sería difícil y hasta imposible 
determinar un único derecho aplicable". 


Teniendo en cuenta el criterio general que habíamos adoptado de inclinarnos 
mayoritariamente por el proyecto de la comisión redactora sin perjuicio de considerar las 
observaciones que recibimos, voy a leer su informe respecto de este tema. Dice: "La AEU 
se inclina por regular la partición por la ley de la indivisión. El CAU se manifiesta en 
contra de la propuesta de la AEU. La Comisión Redactora entiende pertinente mantener 
la fórmula original del Proyecto (art. 42) en mérito al fundamento que se diera en la 
Exposición de Motivos: 'El proyecto también incluye una norma referida a la partición, 
categoría jurídica que no está prevista actualmente en las normas de fuente nacional ni 
en las normas de fuente internacional de nuestro sistema -que han jugado un importante 
rol de integración-, lo cual había obligado a la doctrina y a la jurisprudencia a elaborar 
soluciones no siempre coincidentes. El proyecto establece en el numeral 2 del artículo 42 
la facultad de partir los bienes indivisos aun cuando estén ubicados en diversos Estados 
cualquiera sea la causa de la indivisión; y el numeral 1 de la misma norma dispone que la 
ley aplicable será la de celebración del acuerdo particionario. Esta solución no abre la 
posibilidad de revisar el cálculo de las cuotas de cada coindivisario -lo cual debe 
efectuarse según la ley que regula la causa de la indivisión-, sino que regula 
exclusivamente el acto particionario. Corno se advierte, por un lado se opta por 
considerar la partición corno un acto jurídico, y a la vez se le regula por una conexión 
lugar de celebración- solución favor negotii.- La solución dada a la regulación de la 
partición judicial parte de la misma base, entendiendo que en tales casos el acto 


particionario se asimila a un mero procedimiento". 


Sia 


SEÑOR UMPIÉRREZ (Alejo).- Quizás sea necesaria una aclaración al respecto, 
pero cuando se dice que la partición se rige por la ley del lugar de celebración del 
acuerdo particionario, hay una línea muy fina entre distinguir lo instrumental y formal del 
documento con el contenido del acto de disposición. Podría resultar que la legislación de 
otro país -cualquiera que tomemos como ejemplo- estableciera un porcentaje para el 
cálculo de legítimas, de porción conyugal o de cualquier otro instituto que legalmente dan 
porcentajes fijos a cada coindivisario y por esa vía indirecta se vulnere nuestra legislación 
en esa materia. Yo entiendo que de esa manera podrían dejar de ser efectivas, por 
ejemplo, las legítimas. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- No es así. El criterio es entre el acto particionario y la 
causa de la indivisión, que se rige por sus propias reglas. Es lo mismo que pasa con el 
testamento: una cosa es la ley que rige el otorgamiento del acto testamentario y otra la 
sucesión. Eso está en el artículo 30 y fíjense que el numeral 2. dice con toda claridad: "La 
ley de la sucesión rige la capacidad y títulos del heredero o legatario para suceder, la 
existencia y proporción de las asignaciones forzosas, el orden de llamamiento, la porción 
de libre disponibilidad, los legados, la obligación de colacionar, los efectos del testamento 
y, en suma, todo lo relativo a la misma". 


Quiere decir que el tema legítimas no va por la ley del testamento ni tampoco por la 
de partición; va por la ley de la sucesión. Este es el criterio y que acá está bien 
expresado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
42 del proyecto original. 


(Se vota) 

———_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 43. 

(Se vota) 

———_Once por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Si están de acuerdo, continuaremos con el tratamiento de este proyecto en la 
próxima sesión. 


Estamos esperando los informes que solicitamos con respecto a los asuntos que 
figuran en tercero, quinto y sexto término del orden del día. 


Tenemos los dos informes que solicitamos sobre el asunto que figura en cuarto 
término del orden del día y son contradictorios. Los vamos a repartir por secretaría. 


También tenemos los dos informes que solicitamos con respecto al asunto que 
figura en séptimo término del orden del día: "Vehículos incautados en presunta infracción 
aduanera. (Se establece que las asociaciones civiles sin fines de lucro podrán ser 
designadas depositarias de los mismos hasta que se determine su destino final)". Ambos 
argumentan en forma contundente en contra del proyecto, básicamente en función de las 
normas contenidas en el Código Aduanero de reciente aprobación. Los dos informes 
fueron puestos en conocimiento del diputado Amarilla, que fue quien presentó el proyecto 
y, si están de acuerdo, lo vamos a retirar del orden del día. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


